PROYECTO DE REAL DECRETO POR EL QUE SE REGULA LA CONDICIÓN DE ASEGURADO Y DE BENEFICIARIO A EFECTOS DE LA ASISTENCIA SANITARIA EN ESPAÑA, CON CARGO A FONDOS PÚBLICOS, A TRAVÉS DEL SISTEMA NACIONAL DE SALUD
6 de junio de 2012
(13.00)
Todos los españoles, así como los ciudadanos extranjeros que tengan establecida su residencia en el territorio nacional, son titulares del derecho a la protección de la salud y a la atención sanitaria de conformidad con lo dispuesto en el artículo 1.2 de la Ley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad, quedando definido así el marco de universalidad del derecho a la atención sanitaria en España. 
La Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud y la Ley 33/2011, de 4 de octubre, General de Salud Pública, a través de su disposición adicional sexta, complementaron la Ley 14/1986, de 25 de abril, contemplando la progresiva extensión del derecho de acceso a la asistencia sanitaria pública a todos los españoles residentes en territorio nacional a los que no pudiera serles reconocido en aplicación de otras normas del ordenamiento jurídico.

La citada Ley 16/2003, de 28 de mayo, estableció entre los principios informadores contenidos en su artículo 2 el de la financiación pública del Sistema Nacional de Salud de acuerdo con el vigente sistema de financiación autonómica plasmado, en sus términos fundamentales, en la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía y se modifican determinadas normas tributarias.
Así pues, ambos principios, el de universalidad y el de financiación no contributiva, configuran nuestro Sistema Nacional de Salud. 
La validez de nuestro modelo se traduce en un alto nivel de protección de la salud individual y colectiva, avalado por diferentes indicadores de impacto en la mejora de la salud, en la esperanza de vida y en la satisfacción de la ciudadanía. Por ello, es necesario no sólo mantener sino también reforzar la sostenibilidad del modelo de manera que sea posible salvaguardar dicho nivel de protección frente a las diferentes amenazas que pudieran quebrantarlo. 
El tiempo transcurrido, unido a los cambios producidos en la normativa europea en relación con el sistema de reconocimiento mutuo de los derechos a las prestaciones sanitarias y sociales entre Estados miembros, así como la definición de la persona asegurada como mecanismo de reconocimiento de esos derechos a efectos de garantizar el acceso a las prestaciones en los países de la Unión Europea y la liquidación de costes entre los mismos, han hecho necesario abordar el concepto de aseguramiento en nuestro Sistema Nacional de Salud de modo que dicha garantía de acceso se efectúe dentro de unas normas claras respecto a los derechos que asisten a las personas en las diferentes situaciones en las que pueden encontrarse. 
El Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y seguridad de sus prestaciones, ha permitido superar un vacío normativo que situaba al conjunto del Sistema Nacional de Salud en una difícil situación de uso irregular que ponía en riesgo su sostenibilidad.

Dicho real decreto-ley, mediante la modificación de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, completa el marco normativo vigente y establece un régimen jurídico más adecuado que permite definir los supuestos de acceso al derecho a la asistencia sanitaria pública a través de las figuras del asegurado y del beneficiario y regular un mecanismo de reconocimiento de dicha condición que resulte de aplicación tanto a los españoles como a los ciudadanos de otras nacionalidades.

De conformidad con la habilitación para el desarrollo reglamentario contenida en la disposición final segunda del citado real decreto-ley, así como de la previsión contenida en el artículo 3.3 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, resulta preciso proceder al desarrollo reglamentario de dicha norma. 

Este real decreto procede, por tanto, a regular la condición de asegurado y de beneficiario del mismo a efectos del derecho a la asistencia sanitaria en España, con cargo a fondos públicos, a través del Sistema Nacional de Salud.
Junto a ello, mediante la presente norma se establece el procedimiento para el reconocimiento de la condición de asegurado o de beneficiario del mismo por parte del Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, del Instituto Social de la Marina, a través de sus correspondientes direcciones provinciales, regulándose igualmente el control y la extinción de dicha condición a efectos del derecho a la asistencia sanitaria pública.
 
Así, de conformidad con lo establecido en este real decreto y en las normas legales antedichas, todas las personas que ostenten la condición de aseguradas o de beneficiarias tendrán garantizada la asistencia sanitaria en España con cargo a fondos públicos, a través del Sistema Nacional de Salud.
 
Se procede, finalmente, a modificar el Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, a fin de incluir en el mismo un nuevo artículo 9 bis en aras de regular la comprobación del mantenimiento de las condiciones que permiten gozar a dichos ciudadanos del derecho de residencia, en línea con lo señalado por el artículo 12 de la Directiva 2004/38/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004.
En su virtud, a propuesta de la Ministra de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad y de la Ministra de Empleo y Seguridad Social, con la aprobación previa del Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, de acuerdo con el Consejo de Estado y previa deliberación del Consejo de Ministros en su reunión del día…

DISPONGO:
Artículo 1. Objeto.
El presente real decreto tiene por objeto la regulación de la condición de asegurado y de beneficiario del mismo a efectos de la asistencia sanitaria en España, con cargo a fondos públicos, a través del Sistema Nacional de Salud, así como la regulación del reconocimiento, control y extinción de dicha condición. 

Artículo 2. De la condición de asegurado.
1. A efectos de lo dispuesto en este real decreto, son personas que ostentan la condición de aseguradas las siguientes:

a) Las que se encuentren en alguno de los supuestos previstos en el apartado 2 del artículo 3 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, de cohesión y calidad del Sistema Nacional de Salud.
b) Las comprendidas en el apartado 3 del artículo 3 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, que son aquellas que, no teniendo ingresos superiores en cómputo anual a cien mil euros ni cobertura obligatoria de la prestación sanitaria por otra vía, se encuentren en alguno de los siguientes supuestos:
1º. Tener la nacionalidad española y residir en territorio español. 

2º. Ser nacionales de algún Estado miembro de la Unión Europea, del Espacio Económico Europeo o de Suiza y residir legalmente en territorio español. 

3º. Ser nacionales de un país distinto de los mencionados en los apartados anteriores y titulares de una autorización para residir en territorio español, mientras ésta se mantenga vigente. 
2. Para la aplicación del límite de ingresos de cien mil euros a que se refiere la letra b) del apartado anterior, se tendrá en cuenta la totalidad de los rendimientos del trabajo, del capital, de actividades económicas y ganancias patrimoniales sujetos a gravamen. En el caso de los contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas con liquidación tributaria en España, se tendrá en cuenta el importe consignado en la casilla de base liquidable general y del ahorro de la declaración del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas. 
En todo caso, se entiende que no superan el citado límite de ingresos aquellos contribuyentes del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas que, con arreglo a la ley reguladora de dicho impuesto, no están obligados a declarar.  
3. A los efectos de lo previsto en la letra b) del apartado 1 de este artículo, no tendrá la consideración de cobertura obligatoria de la prestación sanitaria la prevista normativamente para la cobertura de riesgos específicos como consecuencia de actividades concretas de la persona asegurada, bien por sí misma bien a través de tercero.
Artículo 3. De la condición de beneficiario de una persona asegurada.
1. A efectos de lo dispuesto en este real decreto, son personas que tienen la condición de beneficiarias de un asegurado las que, cumpliendo los requisitos a que se refiere el apartado siguiente, se encuentren en alguna de las siguientes situaciones:
a) Ser cónyuge de la persona asegurada o convivir con ella con una relación de afectividad análoga a la conyugal, constituyendo una pareja de hecho debidamente inscrita en el registro correspondiente.
b) Ser excónyuge de la persona asegurada con derecho a percibir una pensión compensatoria por parte de ésta. 
c) Ser descendiente de la persona asegurada o ser persona asimilada a aquél, en ambos casos menor de 26 años y a cargo de aquélla o de su cónyuge, excónyuge o pareja de hecho, o, en caso de ser mayor de dicha edad, tener una discapacidad reconocida en un grado igual o superior al 65%.

A estos efectos, tendrán la consideración de personas asimiladas a los descendientes: 

1º. Los menores legalmente acogidos por una persona asegurada, por su cónyuge o pareja de hecho, así como por su excónyuge cuando, en este último caso, el acogimiento se hubiese producido antes del divorcio o de la nulidad matrimonial.
2º. Las hermanas y los hermanos de la persona asegurada.
2. Todas las personas a las que se refiere el apartado anterior tendrán la consideración de beneficiarias de un asegurado siempre y cuando cumplan los siguientes requisitos: 
a) No ostentar la condición de personas aseguradas por sí mismas. 
b) Tener residencia autorizada y efectiva en España, salvo en el caso de aquellas personas que se desplacen temporalmente a España y estén a cargo de trabajadores trasladados por su empresa fuera del territorio español, siempre que éstos se encuentren en situación asimilada a la de alta, cotizando en el correspondiente régimen de Seguridad Social español. 
3. A los efectos previstos en la letra c) del apartado 1, se entenderá que los descendientes y hermanos menores de 26 años, así como los menores legalmente acogidos, se encuentran a cargo de una persona asegurada siempre que convivan con la misma y dependan económicamente de ella. No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, deberá tenerse en cuenta lo siguiente: 

a) Se presumirá que está a cargo de la persona asegurada el menor de edad que conviva con ella.

b) Se considerará que existe convivencia con la persona asegurada en los casos de separación ocasional por razón de trabajo, estudios o circunstancias similares.
c) En ningún caso se considerará que está a cargo de la persona asegurada quien tenga unos ingresos anuales, computados en la forma señalada en el apartado 2 del artículo 2 de este real decreto, que superen el doble de la cuantía del Indicador Público de Renta de Efectos Múltiples (IPREM), también en cómputo anual.
4. Cuando una persona pueda ostentar la condición de beneficiaria de dos o más personas aseguradas, solo se podrá reconocer dicha condición por una de ellas.

Artículo 4. Reconocimiento de la condición de asegurado o de beneficiario.
1. El reconocimiento de la condición de asegurado o de beneficiario del mismo corresponde al Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, al Instituto Social de la Marina, a través de sus direcciones provinciales, y se realizará bien de oficio o bien previa solicitud del interesado.
2. El reconocimiento de oficio de la condición de asegurado o de beneficiario del mismo se realizará en los casos previstos en el artículo 5 de este real decreto como consecuencia de encontrarse en poder de la Administración todos los datos necesarios para efectuar dicho reconocimiento. 
3. El reconocimiento de la condición de asegurado o de beneficiario del mismo se realizará a solicitud del interesado en los casos y en la forma prevista en el artículo 6 de este real decreto.
Artículo 5. Reconocimiento de oficio de la condición de asegurado o de beneficiario. 

1. El reconocimiento de oficio de la condición de asegurado se hará de forma automática, previa comprobación del cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 2 de este real decreto, en los supuestos siguientes: 

a) Personas comprendidas en alguno de los supuestos previstos en el apartado 2 del artículo 3 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo. 

b) Personas que, con anterioridad al día 1 de septiembre de 2012 y al amparo de lo dispuesto en el Real Decreto 1088/1989, de 8 de septiembre, por el que se extiende la cobertura de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social a las personas sin recursos económicos suficientes, dispusieran de una tarjeta sanitaria individual del Sistema Nacional de Salud. 
2. El reconocimiento de oficio de la condición de beneficiario se hará de forma automática, previa comprobación del cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 3 de este real decreto, en el caso de personas que, con anterioridad al día 1 de septiembre de 2012, tuvieran la condición de beneficiarias de alguna de las personas aseguradas comprendidas en el apartado anterior de este artículo.  
Artículo 6. Reconocimiento de la condición de asegurado o de beneficiario previa solicitud del interesado. 
1. En los supuestos no previstos en el artículo anterior de este real decreto, el reconocimiento de la condición de asegurado o de beneficiario requerirá solicitud de los interesados ante la dirección provincial del Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, del Instituto Social de la Marina, correspondiente a su domicilio, que contendrá los datos previstos en el artículo 70 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común, y que irá acompañada, según los casos, de los documentos mencionados en los apartados siguientes. 

2. La solicitud de reconocimiento de la condición de asegurado irá acompañada de la siguiente documentación: 
a) Documento nacional de identidad, tarjeta de identidad de extranjeros en vigor o certificación de la inscripción en el Registro Central de Extranjeros.
b) Certificado de empadronamiento en el municipio de residencia del solicitante.
c) Declaración responsable del interesado sobre los ingresos obtenidos en el último ejercicio económico, acompañada, en el caso de personas que no tengan nacionalidad española, de una certificación expedida por la administración tributaria de su Estado de origen de que no tiene rentas sujetas a tributación en el mismo.
d) Declaración responsable de no tener cobertura obligatoria de la prestación sanitaria por otra vía. 

3. La solicitud de reconocimiento de la condición de beneficiario irá acompañada, además de los documentos previstos en las letras a) y b) del apartado anterior que correspondan, de la siguiente documentación, según los casos: 

a) Libro de familia o documento equivalente para acreditar la condición de cónyuge del asegurado.
b) Certificación de la inscripción en alguno de los registros específicos existentes en las comunidades autónomas o ayuntamientos del lugar de residencia o el documento público correspondiente que acredite la condición de persona que convive con el asegurado con una relación de afectividad análoga a la conyugal y que constituye una pareja de hecho. 
c) Documentación que acredite la condición de ex cónyuge a cargo del asegurado, así como la obligación de pago de una pensión compensatoria por parte de este último.
d) Libro de familia o documento equivalente para acreditar la condición de descendiente menor de 26 años del asegurado o de alguna de las personas señaladas en las letras a), b) y c) de este apartado y, además, el certificado de reconocimiento del grado de discapacidad para aquellos que, siendo mayores de 26 años, tengan una discapacidad en grado igual o superior al 65 por 100.  
e) Documento acreditativo del acogimiento acordado por la autoridad competente para acreditar la condición de menor acogido legalmente por el asegurado, por su cónyuge, ex cónyuge o persona que conviva con aquél con análoga relación de afectividad.
f) Libro de familia o documento equivalente para acreditar la condición de hermano del asegurado menor de 26 años. 
4. La dirección provincial correspondiente del Instituto Nacional de la Seguridad Social, o, en su caso, del Instituto Social de la Marina, reconocerá o denegará de forma motivada la condición de asegurado o de beneficiario del mismo en los casos a los que se refiere este artículo. 
Artículo 7. Comunicación y control de las circunstancias modificativas de la condición de asegurado o de beneficiario.

1. Toda modificación de las circunstancias personales, familiares, de residencia, de ingresos o cualquier otra que afecten a la condición de asegurado o de beneficiario del mismo, deberán ser comunicadas por el interesado al Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, al Instituto Social de la Marina, a través de la dirección provincial correspondiente al domicilio de aquél, en el plazo máximo de un mes a partir del momento en que dicha variación se haya producido.
2. El incumplimiento por el interesado de la obligación de comunicar a la entidad gestora toda variación que se produzca en las circunstancias mencionadas en el apartado anterior que pueda dar lugar a la variación o extinción de la condición de asegurado o de beneficiario del mismo, no impedirá que dicha variación o extinción opere con efectos retroactivos desde el momento en que se produjo la misma. 
Todo ello no afecta a la obligación del interesado de reintegrar al servicio público de salud, cuando proceda, el coste de las prestaciones obtenidas indebidamente con posterioridad al momento en que debiera haberse producido la variación o extinción de la condición de asegurado o de beneficiario del mismo. 
3. La comunicación de las variaciones a las que se refieren los apartados anteriores se entienden sin perjuicio de los controles que pueda llevar a cabo el Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, el Instituto Social de la Marina a estos efectos. 
Artículo 8. De la extinción de la condición de asegurado o de beneficiario.
1. La condición de asegurado se extinguirá por los siguientes motivos:

a) Por dejar de cumplir las condiciones establecidas en los apartados 2 y 3 del artículo 3 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, así como en el artículo 2 de este real decreto.
En estos casos, la condición de asegurado se extinguirá el primer día del mes siguiente al que concurra la causa extintiva, salvo que se trate de la superación del límite de ingresos a que se refiere el artículo 2 de este real decreto, en cuyo caso la extinción de la condición de asegurado se producirá con efectos del día uno de enero del año siguiente a que tal hecho se produzca.
La extinción de la condición de asegurado en estos supuestos conlleva también la de los beneficiarios del mismo.
b) Por fallecimiento. 

2. La condición de beneficiario de una persona asegurada se extinguirá por los siguientes motivos:
a) Por pasar a ostentar la condición de asegurado.
En estos supuestos, la extinción de la condición de persona beneficiaria se producirá el mismo día en que se adquiera la condición de asegurado. No obstante, si estas personas pierden con posterioridad la condición de asegurado pero siguen reuniendo los requisitos previstos en el artículo 3 de este real decreto para ostentar la condición de beneficiario, el reconocimiento de dicha condición tendrá efectos el mismo día en que se extinga la condición de asegurado. 
b) Por dejar de residir en territorio español. 
En este caso, la pérdida de la condición de beneficiario tendrá efectos desde el primer día del mes siguiente al que se deje de residir en territorio español.
c) Por fallecimiento. 
Artículo 9. De las comunicaciones del Instituto Nacional de la Seguridad Social y del Instituto Social de la Marina a las administraciones sanitarias.

El reconocimiento, variación y extinción de la condición de asegurado o de beneficiario, así como la participación que corresponda a los mismos en la prestación farmacéutica y su límite de aportación, en su caso, serán comunicados por el Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, por el Instituto Social de la Marina, al Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad y por éste, a su vez, a los servicios de salud correspondientes al domicilio de unos y otros, en orden a hacer efectivo el acceso a las prestaciones de asistencia sanitaria pública mediante la expedición de la tarjeta sanitaria individual.
Disposición adicional primera. Reconocimiento especial de la condición de asegurado.
A los efectos de este real decreto, se considerará que las personas mayores de 26 años que, con anterioridad al día 1 de septiembre de 2012, tuvieran la condición de beneficiario de una persona asegurada, dispusieran de una tarjeta sanitaria individual del Sistema Nacional de Salud y no estuvieran comprendidas en alguno de los supuestos del apartado 1 del artículo 5 de este real decreto, tienen la condición de asegurado prevista en el apartado 3 del artículo 3 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo. 

En todo caso, lo dispuesto en el párrafo anterior no obsta a que dichas personas estén obligadas a presentar la solicitud de reconocimiento de la condición de asegurado a que se refiere el artículo 6 de este real decreto, acompañada de la documentación correspondiente, en un plazo máximo de tres meses a contar desde la fecha de entrada en vigor de esta norma. 
La condición de asegurado obtenida conforme a lo dispuesto en esta disposición adicional se extinguirá en el caso de que el interesado no presente la solicitud de reconocimiento de la condición de asegurado en el plazo indicado en el párrafo anterior o desde el momento en que el Instituto Nacional de la Seguridad Social o, en su caso, el Instituto Social de la Marina, a la vista de la documentación presentada junto a la solicitud, no reconozca dicha condición. 

Disposición adicional segunda. Asistencia sanitaria para españoles de origen retornados y pensionistas españoles de origen residentes en el exterior desplazados temporalmente a España.
Conforme a lo establecido en la disposición adicional primera del Real Decreto-ley 16/2012, de 20 de abril, de medidas urgentes para garantizar la sostenibilidad del Sistema Nacional de Salud y mejorar la calidad y seguridad de sus prestaciones,  la asistencia sanitaria con cargo a fondos públicos, a través del Sistema Nacional de Salud, para españoles de origen retornados y pensionistas españoles de origen residentes en el exterior desplazados temporalmente a España se seguirá rigiendo por su normativa específica. 
Disposición adicional tercera. Asistencia sanitaria en aplicación de normas internacionales.
Los nacionales de países vinculados con España por los reglamentos comunitarios de coordinación de sistemas de Seguridad Social o por convenios bilaterales que comprendan la prestación de asistencia sanitaria, tendrán acceso a la misma siempre que residan en territorio español o durante sus desplazamientos temporales a España, en la forma, extensión y condiciones establecidos en las disposiciones comunitarias o bilaterales indicadas.

Disposición adicional cuarta. Prestación de asistencia sanitaria derivada de la suscripción de un convenio especial. 

1. A efectos de lo dispuesto en el apartado 5 del artículo 3 de la Ley 16/2003, de 28 de mayo, podrán obtener la prestación de asistencia sanitaria mediante el pago de la correspondiente contraprestación o cuota derivada de la suscripción de un convenio especial aquellas personas que, no teniendo la condición de asegurado o de beneficiario del mismo, reúnan los siguientes requisitos:

a) Estar inscritas en el padrón del municipio en el que tengan su domicilio habitual por un período continuado de, al menos, un año inmediatamente anterior a la suscripción del convenio especial.  
b) No tener acceso a un sistema de protección sanitaria pública por cualquier otro título.

2. Mediante orden de la persona titular del Ministerio de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad se regulará el contenido de los citados convenios especiales y, en particular, su vigencia temporal, cuota o contraprestación a satisfacer y servicios incluidos en los mismos. 
Disposición derogatoria única. Derogación normativa.
Queda derogado el Real Decreto 1088/1989, de 8 de septiembre, por el que se extiende la cobertura de la asistencia sanitaria de la Seguridad Social a las personas sin recursos económicos suficientes, así como cuantas otras disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo dispuesto en este real decreto.
Disposición final primera. Título competencial.

El presente real decreto se dicta al amparo de lo dispuesto en las reglas 16.ª y 17.ª del artículo 149.1 de la Constitución Española que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de bases y coordinación general de la sanidad y de legislación básica de la Seguridad Social, respectivamente. 
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, la disposición final segunda se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.2.ª de la Constitución Española que atribuye al Estado la competencia exclusiva en materia de nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo. 
Disposición final segunda. Modificación del Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo.
Se introduce un nuevo artículo 9 bis en el Real Decreto 240/2007, de 16 de febrero, sobre entrada, libre circulación y residencia en España de ciudadanos de los Estados miembros de la Unión Europea y de otros Estados parte en el Acuerdo sobre el Espacio Económico Europeo, con la siguiente redacción:

“Artículo 9 bis. Mantenimiento del derecho de residencia.
1. Los ciudadanos de la Unión y los miembros de sus familias gozarán del derecho de residencia previsto en el artículo 7 mientras no se conviertan en una carga excesiva para la asistencia social de España.

2. Los ciudadanos de la Unión y los miembros de sus familias gozarán del derecho de residencia establecido en los artículos 7, 8 y 9 mientras cumplan las condiciones en ellos previstas.

En casos específicos en los que existan dudas razonables en cuanto al cumplimiento, por parte de un ciudadano de la Unión o de los miembros de su familia, de las condiciones establecidas en los artículos 7, 8 y 9, los órganos competentes podrán comprobar si se cumplen dichas condiciones. Dicha comprobación no se llevará a cabo sistemáticamente.

3. El recurso a la asistencia social en España de un ciudadano de la Unión o de un miembro de su familia no tendrá por consecuencia automática una medida de expulsión.

4. No obstante lo dispuesto en los apartados 1 y 2 y sin perjuicio de las disposiciones del Capítulo VI de este real decreto, en ningún caso podrá adoptarse una medida de expulsión contra ciudadanos de la Unión o miembros de su familia si:

a) los ciudadanos de la Unión son trabajadores por cuenta ajena o por cuenta propia; o,
b) los ciudadanos de la Unión entraron en territorio español para buscar trabajo. En este caso, los ciudadanos de la Unión o los miembros de sus familias no podrán ser expulsados mientras los ciudadanos de la Unión puedan demostrar que siguen buscando empleo y que tienen posibilidades reales de ser contratados.”

Disposición final tercera. Facultades de desarrollo y aplicación.

Se faculta a las personas titulares de los Ministerios de Sanidad, Servicios Sociales e Igualdad y de Empleo y Seguridad Social para dictar, en el ámbito de sus competencias respectivas, las disposiciones necesarias para el desarrollo y aplicación de lo previsto en este real decreto.
Disposición final cuarta.  Entrada en vigor.
El presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el “Boletín Oficial del Estado”. 
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